	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO

En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales, diferencia de pensión de jubilación y otros conceptos laborales sigue el ciudadano DANIEL NAVA, representado judicialmente por los abogados Emercio Aponte Sulbarán, Marlon Castellano y Emercio Aponte Nuñez contra el INSTITUTO NACIONAL DE CANALIZACIONES, representado judicialmente por los abogados Ricardo Chavier, Nayilde Criollo, Mirna Magallanes, Josgre Hernández, Rita Jinet Acevedo Arcia, Ada Urdaneta y Luis German Jiménez; el Tribunal  Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia dictó sentencia en fecha 20 de febrero del año 2006, siendo reproducida el día 22 del mismo mes y año, mediante la cual declaró en su dispositiva, sin lugar el recurso de apelación ejercido por la parte demandada contra la sentencia interlocutoria de fecha 17 de septiembre del año 2001 y la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador General de la República, revocando así el fallo de fecha 08 de abril del año 2005 que declaró parcialmente con lugar la demanda.

Contra el fallo anterior, propuso recurso de control de la legalidad y anunció recurso de casación el abogado Emercio José Aponte Núñez, en su carácter de apoderado judicial de la parte actora. Este último recurso, una vez admitido fue oportunamente formalizado. Hubo contestación a dicha formalización.

Asimismo, ejerció recurso de control de la legalidad la abogada Nayilde Criollo, en su carácter de apoderada judicial de la parte demandada.

Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 08 de agosto del año 2006, y en esa misma oportunidad se designó ponente al  Magistrado Alfonso Valbuena Cordero.

Fijada el día y la hora para la realización de la audiencia oral y pública, comparecieron las partes y expusieron sus alegatos. 

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a reproducir la sentencia dictada en fecha 14 de noviembre del año 2006, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

SOBRE EL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD INTERPUESTO POR LA ACTORA Y DEMANDADA

ÚNICO

El artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, establece los requisitos de admisibilidad del recurso de control de la legalidad, en los siguientes términos:

El Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social podrá, a solicitud de parte, conocer de aquellos fallos emanados de los Tribunales Superiores del Trabajo, que aún y cuando no fueran recurribles en casación, sin embargo, violenten o amenacen con violentar las normas de orden público o cuando la sentencia recurrida sea contraria a la reiterada doctrina jurisprudencial de dicha Sala de Casación.

En estos casos, la parte recurrente podrá, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la publicación del fallo ante el Tribunal Superior del Trabajo correspondiente, solicitar el control de la legalidad del asunto, mediante escrito, que en ningún caso excederá de tres (3) folios útiles y sus vueltos.

El Tribunal Superior del Trabajo deberá remitir el expediente a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia de manera inmediata; la cual, una vez recibido el expediente, decidirá sumariamente con relación a dicha solicitud. En el supuesto que el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social decida conocer del asunto, fijará la audiencia, siguiendo el procedimiento establecido en el Capítulo anterior. La declaración de inadmisibilidad del recurso se hará constar en forma escrita por auto del Tribunal, sin necesidad de motivar su decisión. De igual manera, estará sujeto a multa el recurrente que interponga el recurso maliciosamente, hasta un monto máximo equivalente a ciento veinticinco unidades tributarias (125 U.T.). En este último caso, el auto será motivado. Si el recurrente no pagare la multa dentro del lapso de tres (3) días, sufrirá arresto en jefatura civil de quince (15) días.

Al respecto, esta Sala de Casación ha señalado según sentencia de fecha 20 de febrero del año 2003 que al ser el recurso de control de la legalidad un medio de impugnación excepcional debe cumplirse, a los fines de asegurar su admisibilidad, con las exigencias antes transcritas, las cuales son:

1.- Que se trate de sentencias emanadas de Juzgados Superiores laborales;

2.- Que no sean impugnables en casación;

3.- Que violenten o amenacen con violentar normas de estricto orden público; o

4.- Que resulten contrarias a la jurisprudencia reiterada de esta Sala de Casación Social.

Además de ello para su admisibilidad se requiere verificar:

1.- La oportunidad para su interposición, es decir, que sea solicitado el recurso de control de la legalidad dentro de un lapso preclusivo de cinco (5) días, contado por días de despacho, siguientes a la fecha en que sea dictada la sentencia sujeta a revisión; y

2.- La extensión del escrito, es decir, que no exceda de tres (3) folios útiles y sus vueltos.

Es así, que para que proceda la admisibilidad del extraordinario recurso de control de la legalidad, es necesario el cumplimiento de los requisitos legales antes expuestos, dentro de los cuales se encuentra, que la sentencia contra la cual se recurre no sea impugnable en casación.

Pues bien, en cuanto a la cuantía para acceder en casación, la Sala Constitucional de este alto Tribunal, en sentencia N° 1573 de fecha 12 de julio del año 2005, y publicada en Gaceta Oficial N° 38.249 de fecha 12 de agosto del mismo año, estableció:

(…) esta Sala en aras de preservar la seguridad jurídica, la tutela judicial efectiva y el debido proceso, establece que la cuantía necesaria para acceder a casación, debe ser la misma que imperaba para el momento en que se interpuso la demanda, pues es en ese momento en el cual el actor determina el derecho a la jurisdicción y la competencia por la cuantía y por ello se considera cumplido el quantum requerido por el legislador para acceder en sede casacional, pues las partes no están en disposición de prever las modificaciones de la cuantía a que hubiere lugar durante la tramitación del proceso para acceder en casación. Así se decide.

Por su parte, esta Sala de Casación Social en sentencia N° 580 de fecha 04 de abril del año 2006, bajo la Ponencia del Magistrado Luís Eduardo Franceschi, (caso: Servicios Técnicos Mecánicos, C.A.), acogió el criterio establecido por la Sala Constitucional, en los siguientes términos:

(…) el nuevo criterio sobre la cuantía que ha de examinarse para admitir o no el recurso de casación, debe aplicarse de acuerdo con la fecha en que se ejerza el medio recursivo correspondiente, de tal manera, que los recursos que hayan sido interpuestos antes del 12 de agosto de 2005 –fecha de publicación en Gaceta Oficial de la citada sentencia de la Sala Constitucional-, deberán decidirse conforme con el criterio entonces imperante; por el contrario, el nuevo criterio será aplicable para aquellos interpuestos con posterioridad a la fecha supra indicada (12 de agosto de 2005). Así se establece.

Ahora bien, en sujeción a los criterios jurisprudenciales precedentemente trascritos, se verifica que los recursos de control de la legalidad fueron interpuestos en fecha 06 de marzo del año 2006, es decir, con posterioridad al criterio jurisprudencial establecido por la Sala Constitucional, por lo que debe tomarse en cuenta a los efectos de la admisibilidad del recurso de casación, la cuantía que imperaba para el momento en que se interpuso la demanda. 

En sintonía con lo anterior, y visto que la demanda fue incoada en fecha 27 de abril del año 2000, la cuantía requerida para ese entonces era de tres millones de bolívares (Bs. 3.000.000,00), por lo que al haber estimado la parte actora la demanda en la cantidad de diecisiete millones ciento cuarenta mil seiscientos siete bolívares con cinco céntimos (Bs. 17.140.607,05), es forzoso para esta Sala, declarar la inadmisibilidad de este medio excepcional de impugnación, por no cumplir con uno de los requisitos previstos en el artículo 178 de la Ley adjetiva Laboral, referido a que la sentencia emanada del Tribunal Superior del Trabajo no sea impugnable en casación.

En virtud de lo anteriormente expuesto, resultan inadmisibles los recursos de control de la legalidad propuestos por la actora y demandada respectivamente. Así se resuelve.
RECURSO DE CASACIÓN ANUNCIADO Y FORMALIZADO POR LA PARTE ACTORA

-I-

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción de los artículos 15 y 291 del Código de Procedimiento Civil, y 57 y 58 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Sobre el particular, el formalizante alega lo siguiente:

En ese sentido, de la sentencia recurrida se evidencia que el Juez Superior se abstuvo de pronunciarse sobre las apelaciones ejercidas por EL ACTOR y LA DEMANDADA contra la sentencia definitiva dictada por el Juez de Juicio, limitando su pronunciamiento sobre la apelación interpuesta por LA DEMANDADA contra la sentencia interlocutoria dictada en fecha 17 de septiembre de 2001, declarándola sin lugar y, a su vez y en virtud del análisis de determinas (sic) actuaciones procesales efectuadas con posterioridad a la sentencia interlocutoria referida, reponiendo la causa al estado de notificar al Procurador de la admisión de la demanda, lo cual constituye un exceso de los límites de la apelación, puesto que su objeto de conocimiento no era otro que la pretensión reconocida o negada por la sentencia interlocutoria apelada, debiendo en todo caso haber declarado la improcedencia de la apelación y entrado a analizar las apelaciones interpuestas por EL ACTOR y LA DEMANDADA contra la sentencia de fondo dictada por el Juez de Juicio, ejerciendo esa competencia en lo términos y limites establecidos en ambos recursos, lo cual no se hizo, violentado de esa forma los artículos antes indicados, y con ello el derecho a la defensa de las partes y al debido proceso:

Para decidir la Sala observa: 

Quien recurre aduce, que la sentencia recurrida infringió los artículos 15 y 291 del Código de Procedimiento Civil y 57 y 58 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por cuanto a su decir, la misma se excedió en los limites de la apelación, menoscabando el derecho a la defensa de la parte actora y violentando la garantía al debido proceso.

En este sentido, sigue aduciendo el formalizante que la sentencia recurrida no se pronunció sobre las apelaciones ejercidas tanto por el actor como por la parte demandada, contra la sentencia de fondo dictada por el juez de juicio, limitando su pronunciamiento sólo a la apelación interpuesta por la demandada en fecha 22 de octubre del año 2001 contra la sentencia interlocutoria dictada el día 17 de septiembre del año 2001. 

Continúa alegando el recurrente, que la recurrida una vez que declaró sin lugar la sentencia interlocutoria antes referida, debió seguidamente, pronunciarse acerca de las apelaciones opuestas contra la sentencia de fondo de fecha 08 de abril del año 2005, y no decidir como así lo hizo, la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador General de la República de la admisión de la demanda, con fundamento en el “análisis de determinadas actuaciones procesales efectuadas con posterioridad a la sentencia interlocutoria”. Dicho proceder, según criterio del formalizante constituye un exceso en los límites de la apelación.

Pues bien, esta Sala de Casación Social, contrariamente a lo expuesto por el recurrente, no constata el vicio delatado, pues a pesar de que el tribunal de alzada en un primer momento decide conocer el recurso de apelación ejercido por la parte demandada contra la sentencia interlocutoria de fecha 17 de septiembre del año 2001, sin embargo, luego desestima el conocimiento de dicho recurso (folio 634 de la 2° pieza del expediente) como consecuencia de la declaración oficiosa que hiciera de reponer la causa al estado de notificar al Procurador General de la República.

Por consiguiente, se declara improcedente la denuncia. Así se decide.

-II-

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción de los artículos 15, 212 del Código de Procedimiento Civil, 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Sobre el particular, el formalizante alega lo siguiente:

(…) denuncio la infracción de los artículos 15, 212 del Código de Procedimiento Civil, 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, por reposición indebidamente decretada. Todo ello, en virtud de que la Recurrida funda su decisión de reponer la causa al estado de notificar al Procurador General de la República de la admisión de la demanda sobre la base de lo dispuesto en el artículo 94 del Decreto Ley referido, cuando la notificación del Procurador General de la República se cumplió de conformidad con el Artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República vigente para el momento en que se ordenó tal notificación. Por lo que, de acuerdo con la norma artículo 38 comentado, aplicable de conformidad con el artículo 9 del Código de Procedimiento Civil, el Juez no tiene la facultad de reponer de oficio la causa para la práctica de la notificación del Procurador, ya que ésta sólo procede a instancia de éste. Se trata de una nulidad que afecta el orden privado y no el orden público, como indebidamente pretendió el Juez de la recurrida cuando de manera oficiosa y sin que lo hubiere solicitado la parte presuntamente agraviada, acordó dicha reposición, actuando con violación no sólo del artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, sino también del artículo 212 y 15 del Código de Procedimiento Civil del propio artículo 94 del Decreto con Fuerza de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de República, todo lo cual evidencia la existencia de una reposición indebidamente decretada

Para decidir la Sala observa:

El formalizante denuncia la infracción de los artículos 15, 212 del Código de Procedimiento Civil, 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, por cuanto a decir del recurrente, la sentencia recurrida incurrió en el vicio de reposición mal decretada.

En este sentido, sigue aduciendo el recurrente que la decisión  recurrida fundamenta la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador General de la República de la admisión de la demanda, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, sin percatarse que la notificación del Procurador se había cumplido conforme a la norma vigente para la fecha, es decir, conforme a lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, por lo que siendo esto así, el juez de alzada no tenía la facultad de reponer de oficio la causa para la práctica de la notificación del Procurador, pues esta sólo procedía  a instancia de este y no de oficio. 

Pues bien, a los fines de verificar lo denunciado por la formalizante, esta Sala considera pertinente transcribir parcialmente la sentencia recurrida, lo cual hace de la siguiente manera:

Ahora bien, de un análisis exhaustivo del expediente, esta Alzada evidenció que efectivamente se encuentra pendiente por decidir una apelación contra una sentencia interlocutoria de fecha 17 de septiembre de 2001 dictada por el extinto Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, la cual establece que habiendo quedado definida la naturaleza jurídica del Instituto demandado, a los efectos de establecer el interés patrimonial que para el Estado ello implica, se hacía de impretermitible cumplimiento la notificación del Procurador General de la República, según lo previsto en el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República vigente para aquella época, lo cual era indispensable para la validez en la prosecución del juicio y no como erróneamente lo calificaba la demandada como una formalidad no esencial, por lo que ordenó la reposición de la causa al estado de ordenarse practicar la notificación del Procurador, estableciendo que como la citación de la demandada estaba ya practicada, luego de practicada la notificación y transcurridos los 90 días continuos de suspensión, transcurrirían los tres días de despacho para llevar a efecto válidamente la contestación de la demanda.

Contra dicha decisión, apeló la parte demandada, verificando este Tribunal que no constan en el expediente las resultas del referido recurso y que este cursa en el expediente No. VCOI-R-2002-000039, asignado por redistribución a este Juzgado Superior del Trabajo.

A tal efecto, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (28 de junio de 2002), ha interpretado el contenido del artículo 291 del Código de Procedimiento Civil, y ha establecido que la acumulación prevista en la referida norma resulta obligatoria sólo en aquellos casos en los que el apelante, cuando se alza contra la sentencia definitiva, hace valer de nuevo el recurso de apelación pendiente contra la interlocutoria, y siempre que se trate de asuntos que se sustancien en un mismo cuaderno.

En el caso de autos, observa este Tribunal que el asunto relacionado con la apelación interpuesta contra la decisión que ordenó notificar al Procurador General de la República, aún se encuentra pendiente de decisión y las partes hicieron valer dicha apelación en la oportunidad en que fue dictada la sentencia de mérito, por lo que debe este tribunal resolver dicho recurso antes de analizar las apelaciones ejercidas por las partes contra la decisión de fecha 08 de abril de 2005, más cuando observa que en relación a la misma están involucradas razones de orden público que interesan a la preminencia del interés general sobre el interés particular.

Observa el Tribunal que la referida sentencia de fecha 17 de setiembre (sic) de 2001, fue proferida en razón de que en fecha 7 de febrero de 2001 el mismo demandante alegó que a pesar de haberse ordenado en la oportunidad de la admisión de la demanda la notificación al Procurador General de la República, no existía constancia en actas de que se hubiera dado cumplimiento, por lo que el lapso para contestar la demanda no se había iniciado y la contestación consignada por el Instituto, donde se interpuso la cuestión previa de cosa juzgada, era extemporánea.

De lo anterior evidencia esta Alzada que para ese momento, a pesar de que la parte demandada había consignado ya la contestación a la demanda, para el momento no se había configurado aún la notificación de la Procuraduría General de la República y no habían transcurrido los 90 días de suspensión.

Ahora bien, conforme consta de autos, en fecha 17 de enero de 2002 constó en autos (folios 101 y 102) la notificación practicada a la Procuraduría General de la República, notificación que había sido ordenada de conformidad con el artículo 38 de la para ese momento ya derogada Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Sin embargo, observa este Tribunal que en fecha 14 de junio de 2002 (anterior a la sentencia definitiva) se recibió un nuevo oficio proveniente de la Procuraduría General de la República (folio 495), en el cual, la representación judicial de la República haciendo referencia al nuevo Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, señala que no se le remitió copia certificada del libelo de la demanda, por la que la referida notificación debía entenderse como defectuosa, debiendo subsanarse la omisión a los efectos de que comenzara a transcurrir el lapso de suspensión de noventa días.

Consta en actas que en fecha 7 de agosto de 2002 el extinto Juzgado a-quo dispuso expedir la copia certificada del libelo de la demanda para su posterior remisión a la Procuraduría General de la República, pero no repuso la causa por considerar que la Procuraduría General de la República se encontraba notificada de la demanda y por lo tanto se tenían como válidas y eficaces las actuaciones realizadas en el expediente.

Ahora bien, de un análisis exhaustivo del expediente se evidencia que no consta en actas ni copia del oficio de remisión ni que este efectivamente hubiera sido remitido y recibido por la Procuraduría General de la República.

Ahora bien, observa este Tribunal que el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República establece:

Los funcionarios judiciales están obligados a notificar al Procurador o Procuradora General de la República de la admisión de toda demanda que obre directa o indirectamente contra los intereses patrimoniales de la República. Las notificaciones deben ser hechas por oficio y estar acompañadas de copias certificadas de todo lo que sea conducente para formar criterio acerca del asunto…

De su parte, el artículo 96 eiusdem, establece:

La falta de notificación al Procurador o Procuradora General de la República, así como las notificaciones defectuosas, son causal de reposición en cualquier estado y grado do la causa, la cual podrá ser declarada por el Tribunal o a instancia del Procurador o Procuradora General de la República.

Observa este Tribunal que la obligación de todos los funcionarios judiciales de notificar la admisión de toda demanda que obre directa o indirectamente contra los intereses patrimoniales de la República, en aquellos juicios en los que ésta no sea parte (Articulo 94 de la Ley de Procuraduría), es un privilegio asimilable en términos idénticos, al previsto en el encabezado del artículo 38 de la derogada Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, regulado ahora en el artículo 94 de la nueva Ley, conforme al cual, practicada la notificación, el proceso se suspenderá por un lapso de noventa días.

Antes de la entrada en vigencia de la nueva Ley de la Procuraduría, la Sala Político-Administrativa consideraba que la notificación a que aludía el encabezado del artículo 38 de la Ley derogada no presumía la paralización ope legis del procedimiento por un lapso de noventa días, sino que brindaba a la República la prerrogativa de ejercer su defensa dentro de ese término (Caso Freddy Perdomo 3 de julio de 2001).

Según dicho criterio, la sola notificación de la Procuraduría con la observancia de las exigencias formales y sustanciales legalmente establecidas para ello constituía una garantía suficiente para salvaguardar los intereses de la República, que a su vez comprenden a los del colectivo, por lo que no le otorgaba carácter suspensivo al término de noventa días previsto en el artículo 38 de la Ley derogada.

Sin embargo, la nueva Ley Orgánica de la Procuraduría, contradice este criterio al señalar en su artículo 94 que dicha notificación si suspenderá la causa por un lapso de 90 días vencido el cual el Procurador se tendrá por notificado, siempre que se trate de demandas cuya cuantía sea superior a 1000 unidades tributarias, pues en caso contrario, la suspensión no será procedente. En este sentido la Sala Político administrativa el 7 de febrero de 2002 modificó su criterio al señalar que en estos supuestos resulta procedente la suspensión de la causa por noventa días contados a partir de la fecha en que se practique la notificación del Procurador.

Esta obligación de los funcionarios judiciales de notificar al Procurador General de la República es extensible igualmente a toda oposición, excepción,- providencia, sentencia o solicitud de cualquier naturaleza que directa o indirectamente obre contra los intereses patrimoniales de la República, pero en - estos casos el proceso se suspenderá por un lapso de 30 días continuos.: contados a partir de la constancia en autos de la notificación del Procurador.

Ahora bien, debe tenerse presente que a tenor de lo establecido en el articulo 96 de la Ley, la inobservancia de este privilegio por parte de los funcionarios judiciales bien por ausencia total de notificación, o por practicarse esta en forma defectuosa, es causal de reposición del proceso en cualquier estado y grado de la causa, la cual podrá ser declarada de oficio por el Tribunal o a instancia del Procurador.

De allí que en el presente caso, habiéndose producido una notificación defectuosa de la Procuraduría General de la República, vicio que no fue corregido en primera instancia, considera este Juzgador, en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 96 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República actualmente vigente, que lo procedente en el presente caso es reponer la causa al estado de que se notifique a la Procuraduría General de la República de la admisión de la demanda que encabeza estas actuaciones, mediante la remisión a dicho organismo de copia certificada del libelo de la demanda, reposición que en criterio de este Tribunal debió ser decretada por el a quo y al no hacerlo, permitió que el presente juicio se desarrollara violentando normas de orden público.

Ahora bien, por cuanto la reposición decretada conlleva la nulidad de las actuaciones procesales cumplidas pese a la inobservancia de la correcta notificación de la representación judicial de la República, se observa que el auto de admisión de la demanda no se encuentra adaptado a las previsiones de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por lo que antes de proceder a la notificación ordenada, deberá el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución para el Régimen Procesal Transitorio al cual se remita el presente expediente, adaptar el auto de admisión de la demanda a las previsiones de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo a los efectos de la celebración de la audiencia preliminar, para lo cual no habrá necesidad de notificar a las partes, por cuanto se encuentran a derecho.

En consecuencia, procede la declaración desestimativa del recurso de apelación ejercido por el Instituto demandado contra la decisión de fecha 17 de setiembre (sic) 2001, dictada por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, por lo que resolviendo el asunto sometido a apelación, en el dispositivo del fallo se repondrá la causa al estado de que se notifique a la Procuradora General de la República de la admisión de la demandada (sic), remitiéndole copia certificada del libelo de demanda, previa adaptación del auto de admisión a las previsiones de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide.

Del estudio exhaustivo de la sentencia precedentemente transcrita, esta Sala de Casación Social estima que la misma se encuentra perfectamente ajustada a derecho.

En efecto, de las actas que conforman el expediente, se observa que en dos oportunidades se ordenó la notificación del Procurador, la primera al momento de admitirse la demanda (09/02/00) y la segunda como consecuencia de la reposición de la causa al estado de nueva notificación, la cual fue decretada por el tribunal de la causa mediante auto de fecha 17 de septiembre del año 2001. La primera notificación, obviamente quedó sin efecto como consecuencia de la sentencia interlocutoria referida (17/01/02). Es de hacer notar, que en las dos oportunidades, ciertamente se encontraba en vigor el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Ahora bien, se observa igualmente que la orden emanada por el tribunal de la causa en fecha 17 de septiembre del año 2001 se hizo efectiva el día 17 de enero del año 2001 cuando el alguacil consigna en el expediente el oficio correspondiente a la notificación del Procurador. En ambas oportunidades también se encontraba vigente el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

No obstante, se observa que en fecha 12 de julio del año 2002 el tribunal de la causa recibe oficio emanado de la Procuraduría General de la República de fecha 24 de mayo del año 2002, en el cual dicho organismo advierte al tribunal de la causa que la notificación realizada en fecha 17 de enero del año 2001 debía tenerse como defectuosa, pues en dicha oportunidad no se acompañó a la notificación, copia del libelo de la demanda. Es de hacer notar, que para estas fechas la normativa vigente era la contenida en el Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, específicamente su artículo 94. (Subrayado de la Sala).

Por consiguiente, cuando la recurrida de oficio repone la causa al estado de nueva notificación al Procurador con fundamento en los artículos 94 y 96 del referido Decreto Ley, lo hace en total apego con las normas vigentes, pues ciertamente hubo irregularidades insalvables durante todo el proceso que hacía necesaria la reposición, irregularidades que se verifican en un primer momento cuando el tribunal de la causa en fecha 07 de agosto del año 2002 (folio 500 de la 1° pieza) considera que la Procuraduría General de la República se encontraba debidamente notificada, sin tomar en cuenta la advertencia hecha por el Procurador de que dicha notificación debía tenerse como defectuosa. 

En este sentido, el tribunal de la causa debió y no lo hizo, una vez que recibió el oficio emanado de la Procuraduría, librar nuevamente la orden de notificación consignando la respectiva copia del libelo, en conformidad con el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de Procuraduría General de la República, como así lo solicitó la Procuraduría y no proseguir con el curso de la causa, pues de esta manera vulneró, los intereses de la República.  

En consecuencia, no incurrió la recurrida en infracción alguna al reponer la causa al estado de notificar al Procurador General de la República, por lo que se declara improcedente la presente denuncia analizada. Así se decide.

-III-

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción por falta de aplicación de los artículos 9 del Código de Procedimiento Civil y 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Sobre el particular, el formalizante alega lo siguiente:

… Los señalados artículos han sido infringidos por la Alzada cuando utiliza como fundamento legal el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República para considerar la notificación efectuada al Procurador como defectuosa y reponer la causa al estado que se le vuelva a notificar de la demanda, ya que los efectos procesales no verificados del auto de admisión y de la decisión del 17 de septiembre de 2001, donde se ordenó la notificación a dicho Organismo del Estado, como actos procesales ya cumplidos, se seguían rigiendo por el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, y no por el referido Decreto Ley, de conformidad con el artículo 9 del Código de Procedimiento Civil, el cual dispone: “La ley procesal aplicará desde que entre en vigencia, aun en los procesos que se hallaren en curso; pero en este caso, los actos y hechos ya cumplidos y sus efectos procesales no verificados todavía, se regularán por la ley anterior” (la negrilla es mía). Por lo que, de haber sido aplicado el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, de conformidad con lo determinado en el artículo 9 del Código de Procedimiento Civil, la consecuencia jurídica hubiese sido completamente distinta, ya que este dispositivo legal no consagraba la facultad del Juez para declarar de oficio la reposición de la causa por notificación defectuosa del Procurador, encontrándose por tanto la Alzada impedida de reponer la causa al no existir en las actas procesales pedimento alguno en ese sentido por parte del Procurador General de la República, quien es el único facultado para hacerlo de conformidad con el artículo 38 comentado.

Para decidir la Sala observa:

Quien recurre alega, que la infracción por falta de aplicación del  artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, ocurre cuando la sentencia de alzada, con fundamento en el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Republica, decide reponer la causa al estado de notificar al Procurador General de la República, sin tomar en cuenta  que para el día 17 de septiembre del año 2001, fecha donde se ordenó la notificación del Procurador, aun se encontraba vigente el artículo denunciado como infringido.

En consecuencia, a decir del formalizante, la recurrida al infringir el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, igualmente infringió por falta de aplicación el artículo 9° del Código de Procedimiento Civil, el cual señala “La Ley procesal se aplicará desde que entre en vigencia, aun en los procesos que se hallaren en curso; pero en este caso, los actos y hechos ya cumplidos y sus efectos procesales no verificados todavía se regularán por la ley anterior”.

Pues bien, el recurrente en base a la infracción por falta de aplicación de norma, pretende la nulidad de la sentencia de alzada bajo la misma fundamentación de la denuncia resuelta en el capítulo anterior. Por consiguiente se reproduce lo allí resuelto para declarar improcedente la presente denuncia. Así se resuelve.

-IV-

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción por falta de aplicación del artículo 177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Sobre el particular, el formalizante alega lo siguiente:

(…) al no haber la Alzada acatado la doctrina pacífica y reiterada de la Sala de Casación Social en materia recursiva, cuando excedió los límites de la apelación, al declarar sin lugar la apelación interpuesta por la demandada contra la sentencia interlocutoria dictada en fecha 17 de septiembre de 2001, y, a su vez, y en virtud del análisis de determinas (sic) actuaciones procesales efectuadas con posterioridad a la sentencia interlocutoria referida, ordena reponer la causa al estado de notificar al Procurador de la admisión de la demanda, puesto que su objeto de conocimiento no era otro que la pretensión reconocida o negada por la sentencia interlocutoria apelada.

En ese sentido, la Sala de Casación Social en sentencia No.115 del 31 de mayo de 2001, caso Giuseppe Galantito y otros contra Estampados Carabobo, CA. y otros, expresó: “De manera que la apelación ejercida planteó al Juez de alzada el problema solo en la extensión y medida que surgió en la ejecución del fallo definitivamente firme, (...) y la sentencia ahora recurrida emanada del Tribunal Superior, como antes se indicó, al resolver sobre tal medio de impugnación, declaró la nulidad de la sentencia dictada el 02 de julio de 1996 por el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo y de su aclaratoria dictada el 1° de agosto de 1996, así como de todas las actuaciones judiciales siguientes al auto dictado el 1° de febrero de 1999. Con tal pronunciamiento el Juez de la recurrida excedió los limites de la apelación, puesto que su objeto de conocimiento no es otro que la pretensión reconocida o negada por la sentencia apelada, y es por ello que el estudio sobre el objeto de este tipo de recursos implica necesariamente el estudio de la extensión y límites que tiene o debe tener el nuevo examen de la controversia en el segundo grado de la jurisdicción (…) Al no haberse resuelto debidamente el recurso propuesto, se le menoscabó a la parte actora su derecho de defensa. Por todos los razonamientos expuestos esta Sala considera que el sentenciador de la alzada subvirtió el procedimiento” (la negrilla, el subrayado y la cursiva son mías). Y, en la Sentencia No.48 del 13 de febrero de 2003, caso José Enrique Pérez y otros contra Panamco de Venezuela, C.A., la Sala señaló: “Observa la Sala de la trascripción que precede que el juez de la recurrida al pronunciarse sobre la apelación interpuesta se excedió en los límites de la cuestión cuyo conocimiento le había sido otorgado por la apelación, la cual no era otra que la procedencia o no de la nulidad y reposición decretada por el a-quo, todo ello en virtud de que no se trataba de una apelación de una decisión definitiva dictada en Primera Instancia, sino de un fallo interlocutorio (...) al exceder los límites de la apelación, la alzada incurrió en menoscabo del derecho a la defensa y del debido proceso (...)” (La negrilla y la cursiva son mías).

Siendo la sentencia recurrida contradictoria con la doctrina jurisprudencial de la Sala de Casación Social expresada de forma pacifica y reiterada en las sentencias antes parcialmente trascritas, nos encontramos ante lo que la propia Sala de Casación Social ha considerado, en sentencia No. 1217 del 27 de septiembre de 2005, una infracción equiparable a la falta de aplicación de un norma legal, por lo que con fundamento a lo antes expresado solicito sea declarada procedente la presente denuncia.

Para decidir la Sala observa:

El formalizante denuncia la infracción por falta de aplicación del artículo 177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por cuanto a su decir, la sentencia recurrida no acató la doctrina pacífica y reiterada de la Sala de Casación Social en materia recursiva, excediéndose de los límites de la apelación, pues a pesar de haber declarado sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandada contra la sentencia interlocutoria dictada en fecha 17 de septiembre del año 2001, sin embargo ordenó, “en virtud del análisis de determinadas actuaciones procesales efectuadas con posterioridad a la sentencia interlocutoria referida”, la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador de la admisión de la demanda.

Pues bien, como se resolvió en el capítulo I del presente recurso, la sentencia de alzada no se excedió en los límites de la apelación pues desestimó el recurso de apelación ejercido contra la sentencia de fecha 17 de septiembre del año 2001, como consecuencia de la declaratoria de reposición de la causa.

Por consiguiente, mal puede señalar el formalizante que la sentencia recurrida no acató la doctrina pacífica y reiterada de la Sala, situación que hace improcedente la presente denuncia. Así se decide.

-V-

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 94 del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República por falsa aplicación.

Sobre el particular, alega el formalizante lo siguiente:

(…) por cuanto la norma contenida en dicho artículo no es la llamada a regular la situación planteada en la presente causa, como erradamente lo consideró la Alzada, ya que la notificación del Procurador General de la República ordenada en el auto de admisión de la demanda y ratificada en sentencia del 17 de septiembre de 2001 fue un acto procesal dictado bajo el amparo del artículo 38 de la hoy derogada Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, cuyos efectos se rigen por ese artículo de conformidad con el artículo 9 del Código de Procedimiento Civil, por lo que no existe un (sic) relación entre los hechos y la norma aplicada por la recurrida para fundamentar su decisión. Por ello, mal podía emplear la Alzada las consecuencias jurídicas derivadas de un dispositivo legal no aplicable a los actos procesales ocurridos antes del 13 de noviembre de 2001, fecha de la entrada en vigencia del Decreto Ley antes indicado, ni a aquellas actuaciones producto de los efectos de dichos actos, realizadas con posterioridad a la mencionada fecha, ya que pensar lo contrario sería otorgar un efecto retroactivo a la norma consagrada en el artículo 94 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la república, consecuencias que por demás no están consagradas en el artículo 38 referido, ya que la reposición sólo podía ser acordada previa petición del Procurador y únicamente por falta de notificación, tal como se evidencia de sentencia No. 1496 del l0 de noviembre de 2005 de la Sala de Casación Social. 

Para decidir la Sala observa:

Quien recurre, denuncia la infracción por falsa aplicación del artículo 94 del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, por cuanto dicha norma no es la llamada a regular la situación planteada en la presente causa, pues la notificación del Procurador General de la República ordenada en el auto de admisión de la demanda y ratificada por sentencia de fecha 17 de septiembre del año 2001, fue un acto procesal dictado bajo el amparo del artículo 38 de la hoy derogada Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República vigente para la fecha. Por consiguiente, a decir del recurrente, los efectos de la citación debían regirse por el artículo 38 de la Ley en comento por disponerlos así el artículo 9 del Código de Procedimiento Civil.

Dada la similitud de esta delación con lo formulado en los capítulos II y III del presente recurso de casación, se reproduce lo allí expuesto para declarar improcedente la presente denuncia. Así se resuelve.

-VI-
De conformidad con el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia que la recurrida incurrió en el vicio de contradicción en los motivos.

Sobre el particular, el formalizante alega lo siguiente:

(…) denuncio el vicio de inmotivación por contradicción en los motivos, ya que por un lado la Alzada declara sin lugar la apelación interpuesta por la demandada contra la sentencia interlocutoria del 17 de septiembre de 2001 y, por el otro lado, en virtud del análisis de determinas actuaciones procesales efectuadas con posterioridad a la sentencia interlocutoria referida y a pesar de abstenerse de pronunciarse sobre las apelaciones ejercidas por ambas partes contra la sentencia de fondo de Primera Instancia, ordena la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador de la admisión de la demanda, entrando en una contradicción, producto del exceso cometido en la competencia recursiva otorgada por las partes.

Para decidir la Sala observa:

El formalizante aduce, que la recurrida incurrió en el vicio de contradicción en los motivos, producto del exceso en su competencia recursiva, por cuanto a pesar que por un lado declara sin lugar la apelación interpuesta por la demandada contra la sentencia interlocutoria de fecha 17 de septiembre del año 2001, sin embargo, de manera oficiosa ordena la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador General de la República de la admisión de la demanda, absteniéndose de pronunciarse sobre las apelaciones interpuestas por la parte actora y demandada contra la sentencia de fondo de primera instancia.

Pues bien, esta Sala no constata el vicio delatado, pues a pesar de que la recurrida en la dispositiva declara sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de fecha 17 de septiembre del año 2001, en su parte motiva más bien desestima dicho recurso señalando asimismo que resultaba inoficioso resolver la apelación ejercida por la parte demandante y demandada contra el fallo dictado en fecha 08 de abril del año 2005. (Resaltado de la Sala).

Por consiguiente, se declara improcedente la denuncia. Así se decide

DECISIÓN

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara 1°) INADMISIBLES los recursos de control de la legalidad incoado tanto por la parte actora como por la parte demandada contra la decisión de fecha 20 de febrero del año 2006, reproducida el día 22 del mimo mes y año emanada del Tribunal  Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia; y 2°) SIN LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte actora contra la referida sentencia. 

De conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se condena en costas del recurso a la parte actora recurrente en casación.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción  Judicial del Estado Zulia para los fines legales consiguientes. Particípese de esta remisión al Tribunal Superior de origen, anteriormente mencionado.

La presente decisión no la firma el Magistrado LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ porque no estuvo presente en la Audiencia Pública correspondiente.

Dada, firmada y sellada en la sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los veintitrés (23) días del mes de  noviembre   del año 2.006. Años 196° de la Independencia y 147° de la Federación.
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